DECLARATORIA CONJUNTA DE LAS ORGANIZACIONES SOCIALES SOBRE ASPECTOS FUNDAMENTALES CON RELACIÓN A LOS DERECHOS DE LAS MUJERES PARA SER TENIDOS EN CUENTA

EN:

EL TRÁMITE LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY Nº 107/10 CÁMARA – 213/10 SENADO “POR LA CUAL SE DICTAN MEDIDAS DE ATENCIÓN,  REPARACIÓN INTEGRAL Y RESTITUCIÓN DE TIERRAS A LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS E INFRACCIONES AL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

Desde distintas organizaciones sociales de la sociedad civil que trabajamos en la defensa y promoción de los derechos humanos en Colombia, en la garantía y protección de los derechos de las mujeres y en el análisis y denuncia de la situación del desplazamiento forzado en nuestro país,  manifestamos nuestro interés en participar y seguir de cerca la discusión del proyecto de ley de víctimas y restitución de tierras que inicia su trámite en el Senado de la República.

Reconocemos que a la luz de los debates dados en la Cámara de Representantes, se fijaron puntos importantes que representan algunos avances como en el caso de los derechos de las mujeres despojadas. El establecimiento del principio de enfoque diferencial, el tratamiento específico en los casos de violencia sexual así como la atención preferencial para las mujeres en relación al proceso de restitución de tierras, son aspectos que van en la línea del reconocimiento de los acentuados impactos que causan la violencia y el desplazamiento sobre las mujeres.  

Nos preocupa, sin embargo, la ausencia y falta de desarrollo de aspectos considerados fundamentales en el marco internacional de la protección de los derechos humanos y de los derechos de las mujeres en el mundo, así como la consideración de hechos y condiciones que determinan la vulnerabilidad de las mujeres.

Por lo anterior, a continuación exponemos nuestras propuestas y observaciones sobre el contenido del proyecto de ley con la intención de que sean parte del debate en el Senado de la República y que sean tenidas en cuenta para avanzar de una forma más concreta en la promoción, protección y garantía de los derechos de las mujeres víctimas en Colombia:

Universo de Víctimas

1. Considerar a las mujeres víctimas de violación sexual y a los niños y niñas nacidos como producto de una violación sexual, como víctimas dentro de la ley.

2. Reconocer que es sustancial para el proyecto de ley que se amplíe la fecha a partir de la cual  se reconocerá  el derecho a la restitución y a las demás medidas de reparación. Establecer como fecha el 1 de enero de 1991 excluye arbitrariamente hechos de victimización contra las mujeres, que no han sido reparados por el Estado. En este mismo sentido y bajo la consideración de que el conflicto no ha cesado es importante revisar la fecha de cierre para que alguien sea considerado titular del las medidas de reparación. Sobre este punto es importante que se reconozca que se trata de una apuesta por medidas transicionales cuando no se está en un escenario transicional o de superación del conflicto y de la situación de violaciones.
3. Superar en el concepto de víctima del proyecto  la idea de que para ser  víctima se debe ser inocente. Resulta excluyente y discriminatoria la no inclusión de quienes han sido objeto de graves infracciones al derecho internacional humanitario en su condición de miembros de grupos armados, así como de los familiares de las personas pertenecientes a grupos armados en el concepto de víctimas. 

4. Garantizar que el proyecto no excluya a las víctimas de las denominadas “bandas criminales” (BACRIM).

Principios

5. Incluir el reconocimiento de la Responsabilidad del Estado en la violación de los derechos humanos.

6. Reconocer como fundamento de la reparación la obligación del Estado de respetar, proteger y garantizar los derechos de los habitantes del territorio nacional. 

7. Revisar a lo largo del proyecto que las cláusulas sobre sostenibilidad fiscal y progresividad no puedan ser entendidas como límites a la efectividad de los derechos, pues es deber del Estado el establecer las condiciones para el goce de los mismos. 

8. Mencionar en el Capítulo de las medidas de restitución, el enfoque transformador de las medidas que impidan retornar a condiciones previas discriminatorias y la búsqueda de alternativas de reparación para los casos en los que es imposible restablecer la situación anterior a la violación de derechos humanos.  
9. Excluir del articulado normas que confundan el derecho a la reparación con el derecho a la ayuda humanitaria, en especial bajo la consideración de que quienes han accedido especialmente a las medidas de ayuda humanitaria han sido las mujeres víctimas. En este sentido vale la pena revisar lo relativo a la ayuda a la que hace referencia la ley 418 de 1997.

10. Fortalecer el papel participativo de las víctimas dentro del proyecto de ley de tal suerte que tengan un papel activo en el diseño de los planes y programas de reparación y que sean consultadas respecto a las medidas de reparación que van a recibir, especial aunque no exclusivamente, respecto a las medidas de satisfacción. En esta participación debe garantizarse el enfoque diferencial.

Enfoque diferencial mujeres

11. Complementar los principios de igualdad y de enfoque diferencial con los estándares de la CEDAW y la Convención de Belem Do Pará. No es suficiente la mención al principio del enfoque diferencial el reto es cómo hacer enfoque diferenciado en las medidas que se implementan en la práctica.
12. Establecer una regla orientadora con enfoque diferencial sobre la recolección de la prueba en materia de violencia sexual por parte de medicina legal y la actuación de los funcionarios encargados de la investigación de dichos delitos. Disminuir la carga probatoria que pesa sobre la mujer en la investigación de estos delitos. 

En igual sentido una regla orientadora con dicho enfoque para la actuación de funcionarios encargados de recibir las solicitudes de reparación administrativa cuando la violación por la que se solicita la reparación implica actos de violencia sexual.

13. Mencionar la necesidad de diseñar una política integral de reparación a las mujeres víctimas y no simplemente la implementación de políticas públicas que corresponden al Gobierno y que hasta el momento se han supeditado a la aplicacióndeficiente de los 13 programas ordenados por la Corte Constitucional en el auto 092 de 2008. 

14. Establecer explícitamente en las facultades extraordinarias que se darán al gobierno para la regulación de los derechos y garantías de las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras; que tanto el marco legal de la política como la metodología de la consulta previa para la elaboración de las normas con fuerza de ley que la desarrollen, incorporará un enfoque de género para la protección de las mujeres incluyendo la participación en la concertación de la política.

Protección

15. Evidenciar que las medidas de protección de que trata el proyecto son insuficientes para la dimensión de las amenazas y riesgos de la población desplazada y especialmente de las mujeres. Se hace remisión a las medidas ya existentes que no responden a la realidad territorial del conflicto y de las amenazas que viven quienes pretenden el retorno. 

En este sentido se propone incluir específicamente este aspecto como uno de los criterios para la revisión, diseño e implementación de los programas de protección definidos en el proyecto. No existe una concepción de protección colectiva y social de la población. 

Acceso a la Justicia

16. Establecer claramente sí, las normas sobre acceso a la justicia que se establecen en el proyecto, modifican el Código Penal,  procedimientos penales especiales y el Código de Procedimiento Penal.

Medidas de Asistencia

17. Ampliar lo relativo  al cubrimiento en materia de asistencia en salud, en tanto el proyecto sólo remite al Sistema General de Seguridad Social en Salud que está enmarcado en la crisis general del sistema con claras dificultades para el acceso a los servicios, y en el caso de la población desplazada, supeditado a la atención del régimen subsidiado que es insuficiente en la atención a las mujeres víctimas de violencia. 

18. Incluir en la ley como parte de los derechos de las víctimas en asistencia en salud, el acceso a la interrupción voluntaria del embarazo (IVE) para las mujeres víctimas de violación sexual. Posibilidad ya reconocida por la sentencia C- 355 de 2006.

19. Incluir para las mujeres violadas que deciden dar término a su embarazo asistencia médica especializada en el parto, compromiso del Estado con la educación de los hijos e hijas y compromiso del Estado en la atención especializada de los hijos e hijas con alguna discapacidad física.

20. Complementar el artículo referente a los Servicios de Asistencia en Salud, en lo relativo al examen del VIH sida y de ETS en los casos en que la persona haya sido víctima de acceso carnal violento, con la enunciación expresa de que contarán con la atención, tratamientos y medicamentos necesarios en caso de adquirir dichas enfermedades.

Atención integral 

21. Incluir dentro del proyecto de ley la atención de las víctimas de violencia sociopolítica en el marco del conflicto. Fundamentalmente la atención psicosocial.

Reparación Administrativa

22. Incluir dentro de las normas sobre reparación administrativa el deber de denuncia o compulsa de copias a la Fiscalía, en tanto ésta es una forma de hacer integrales las medidas de reparación con el derecho a la justicia. Lo anterior, teniendo en cuenta que el proyecto de ley menciona que “las autoridades administrativas no podrán indagar, solicitar o registrar información relacionada con los potenciales victimarios”, siendo necesario aclarar que no hay exclusión del deber inicialmente citado. 

23. Garantizar que las víctimas que han solicitado las medidas de indemnización administrativas que contempla el decreto 1290 de 2008,  entre ellas muchas mujeres, no se entiendan excluidas de las medidas de reparación contempladas en la ley.

Medidas de Restitución

24. Hacer reconocimiento dentro del proyecto de ley, al derecho de las mujeres a ser restituidas como propietarias, poseedoras, tenedoras y ocupantes y no simplemente como titulares del derecho a la restitución en su condición de compañeras o cónyuges. 

25. En todo caso debe hacerse claridad frente a la restitución de tierras, que las mujeres en general no han sido titulares de derechos sobre ellas. Los plazos ágiles pueden ser contraproducentes al momento del debido reconocimiento de los derechos de las mujeres. Es fundamental precisar mejor los mecanismos para el acceso de las mujeres a la propiedad.

26. Establecer mecanismos efectivos para que la mujer pueda probar la condición de compañera o cónyuge, en la cual el proyecto soporta en buena medida la  posibilidad de acceder a la restitución. Esto en tanto existe el riesgo de que dicha condición pueda ser negada u ocultada por sus compañeros.

27. Proteger los derechos de las campesinas y los campesinos, reconocidas como personas en situación de desplazamiento o no, especialmente con relación al endeudamiento existente a través de las reformas agrarias en las cuáles les fueron adjudicadas tierras. El proyecto de ley no incluye nada con relación a la condonación  de las deudas y este es un aspecto clave en la reparación, para evitar y contrarrestar el despojo de tierras por cobros judiciales.
28. Introducir en la ley el reconocimiento de que para superar las condiciones de pobreza y marginalidad de la población desplazada, más allá de una ley de restitución de tierras se requiere una Política Agraria, con perspectiva de género, que brinde posibilidades reales de desarrollo a la población campesina y desplazada. 

Medidas de Satisfacción

29. Reconocer la sistematicidad y masividad de los delitos de violencia física y sexual cometidos contra las mujeres por el hecho de serlo dentro del conflicto y en un contexto de impunidad, como medida de satisfacción. 

Verdad

30. Avanzar en el diseño de medidas que promuevan el derecho a la verdad, especialmente en lo relativo a  lo ocurrido en casos de  violencia sexual. En este sentido consideramos que se puede recurrir a mecanismos de avance,  desarrollados en los principios de Chicago que hacen referencia a cuerpos alternativos de investigación, no judicial, para los procesos de violencia invisibilizados como es el caso de la violencia contra la mujer. 

Garantías de no repetición

31. Mencionar expresamente dentro de las garantías de no repetición que los programas de formación y capacitación para las fuerzas militares y funcionarios públicos serán diseñados con un enfoque diferencial. Adicionalmente incluir como garantía de no repetición una Política de tolerancia cero frente a la violencia sexual. (Resoluciones 1820 y 1888 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas). 

32. Incluir en el articulado normas concretas sobre prevención.

Institucionalidad

33. Revisar las normas relativas a las instituciones y autoridades encargadas en la ejecución de la  ley en tanto en las normas relativas a la institucionalidad evidencian duplicidad de tareas, conflictos de competencias y dificultades de coordinación entre las instancias. Es precaria para la garantía de derechos de las mujeres. No hay una ruta clara y expedita en materia administrativa, judicial y de atención a todos los temas de violencia y en general para las reclamaciones que en su mayoría están en cabeza de las mujeres.

34. Establecer plazos concretos dentro de las normas del proyecto de ley que se refieren a la asignación de competencias de las que dependa la efectividad de la ley.

35. Incluir en el Régimen Disciplinario de los Funcionarios Públicos, la necesidad de la perspectiva de género en la investigación de los hechos, especialmente la intención de adelantar investigaciones específicas respecto a violencia sexual. 

36. Mencionar, dentro de las normas sobre institucionalidad, la necesidad de incorporar dentro de la planta de personal de la Defensoría del Pueblo, personal específico para la defensa de los derechos de las mujeres, de lo contrario no podrá darse la garantía de la prestación de este servicio. 

El acompañamiento jurídico debe trascender el marco de un procedimiento judicial y extenderse al acompañamiento permanente para el acceso a los diferentes  derechos. Complementar el derecho de asistencia legal en los términos del artículo 8-b de la ley 1257 de 2008. (Art. 41).

· CORPORACIÓNSISMA MUJER

· MESA DE INCIDENCIA POLÍTICA DE LAS MUJERES RURALES

· COMITÉ DE AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS DE LA MUJER. CLADEM.

· COLECTIVO DE ABOGADOS JOSÉ ALVEAR RESTREPO

· CORPORACIÓN HUMANAS

· GRUPO DE TRABAJO SOBRE PROTECCIÓN

· CENTRO DE ESTUDIOS DE DERECHO, JUSTICIA Y SOCIEDAD. DEJUSTICIA

· COLECTIVO MUJERES AL DERECHO

· INSTITUTO LATINOAMERICANO PARA UNA SOCIEDAD Y UN DERECHO ALTERNATIVOS. ILSA.

· LIGA DE MUJERES DESPLAZADAS

· COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS

· CORPORACIÓN CASA DE LA MUJER

· ALIANZA INICIATIVA DE MUJERES COLOMBIANAS POR LA PAZ. IMP

